R-DAGJ-751-2004

Contraloría General de la República.  División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José a las nueve horas del primero de diciembre de dos mil cuatro.-----------------------------------

Recursos de objeción al cartel de la Licitaciones Públicas 16-2004 y 17-2004, promovidas por la Universidad de Costa Rica para la concesión del servicio de alimitación en las Facultades de Ciencias Sociales y Derecho respectivamente interpuestos por Minor Murillo Masís.------------------

I.- POR CUANTO:  El señor Murillo Masís planteó recurso de objeción en contra de los carteles dichos.---------------------------------------------------------------------------------------------------------------

II. POR CUANTO: Mediante autos de las 8:00 horas y 8:05 horas ambos del 19 de noviembre de 2004 se confirió audiencia especial a la Universidad, con el fin de que se refiriera a los alegatos expuestos por parte el objetante, así como también que remitiera los respectivos carteles.--------------

III. POR CUANTO: En tiempo y forma la entidad licitante atendió las audiencias especiales.-------

IV. POR CUANTO:  A) Sobre el recurso de objeción de la Licitación Pública 17-2004 –Facultad de Derecho-:  1) Cláusula 2:  El objetante señala, en lo que a esta sede interesa, que en visitas realizadas por él a las instalaciones pudo constatar que éstas no cumplen con las condiciones establecidas en el Reglamento de Servicio de Alimentación al Público.  Además, desconoce si el establecimiento cuenta con la aprobación del Departamento de Ingeniería Sanitaria o por el nivel local del Ministerio para su operación.  Indica que los permisos han sido otorgados por la Oficina de Salud Universitaria.  Sin embargo, esos permisos contravienen la normativa de salud al no cumplir con las condiciones mínimas requeridas.  A esto agrega que en el apartado de especificaciones técnicas, en el renglón 20, se indica que el concesionario debe gestionar el correspondiente permiso sanitario de funcionamiento ante la oficina de Bienestar y Salud o, en su defecto, ante el Ministerio de Salud.  La Universidad contesta que como lo indica el oferente, en la cláusula 2, del cartel, se establece el área total del inmueble.  Además, en la cláusula 9, de las condiciones especiales, se estipula que los oferentes deberán visitar los locales que se darán en concesión para que conozcan las instalaciones y puedan vislumbrar las necesidades que ellos tienen en caso de quedar adjudicados.  Aceptan la objeción en el sentido de que el área total deberá leerse 181 m2 aproximadamente y no 187m2.  Sin embargo, rechazan la objeción en lo restante, pues el artículo 13 del Reglamento de Servicio de Alimentación al Público y el oficio OSG-Mant-0223-2003 de 18 de febrero de 2003, señala que la Soda Universitaria de la Facultad de Derecho reúne condiciones y una serie de áreas que ahí se detallan.  Agrega que esa construcción ha sido efectuada por la Universidad, no por concesionario alguno, pues es de su interés que se brinden servicios de alimentación a estudiantes universitarios en cumplimiento de la normativa vigente.  Puntualiza que las mejoras a que hace referencia el cartel que pueden ser realizadas por el adjudicatario (punto 24.1. y 24.3. de especificaciones técnicas) no constituyen construcciones adicionales, sino aquellas remodelaciones o adecuaciones que desee (sic) efectuar el concesionario, pues de hecho sería ilógico que un concesionario que firma un contrato por un año tenga que realizar obras civiles para prestar el servicio.  Además, en el punto 24.1 se establece que las adecuaciones deberán contar con la aprobación escrita de la Sección de Gestión de Servicios Contratados, para evitar que se realicen trabajos que presenten o provoquen problemas estructurales, arquitectónicos o eléctricos y se ponga en peligro la seguridad de las personas y de los bienes institucionales y, por otro lado, en peligro la seguridad de las personas y de los bienes institucionales.  Agrega que la Universidad debe cuidar que el contrato no sea ruinoso.  Por otra parte, asegura que pese al tamaño de la soda, ésta cumple con las áreas mínimas y cómodas para el desempeño de la actividad, conforme a los artículos 13 y 15, del Reglamento de Servicios de Alimentación al Público del Ministerio de Salud, pues agrega, en ese Reglamento no se establece área en metros cuadrados para funcionamiento de una soda.  Resalta que el éxito y eficacia del servicio está vinculado con una gestión y manejo eficientes de los recursos, pues el local podría ser muy amplio que si no se cumple con lo anterior en nada aprovecha.  Alega que en resolución de esta Contraloría General, RC-768-2002 de 22 de noviembre de 2002 se manifestó que “de estimar el recurrente que el local no es idóneo para prestar servicios de alimentación podrá dirigirse a las autoridades sanitarias para que éstas realicen una investigación y determinen si el lugar es apto para soda o no”.   Criterio para resolver:  En el presente caso, no existe una afirmación categórica que el local concesionado no sea apto para la actividad a la que se destinará.  Es más, la Universidad afirma que el local en cuestión funciona y ha sido construido por la entidad para brindar el servicio de alimentación a estudiantes, administrativos y demás usuarios, de modo que quien resulte adjudicatario no tendrá que invertir en obras civiles o de otro tipo, sino que podrá efectuar adaptaciones para prestar el servicio.  Asimismo, es público y notorio que en el lugar funciona un servicio de soda y, así lo ratifica la Universidad a lo largo de la contestación de la audiencia.  En cuanto a la preocupación del objetante relacionada con la posible inversión en el local, estima este Despacho que el concesionario no está obligado a realizar obras civiles, mecánicas, eléctricas o alterar el diseño del local, puesto que la responsabilidad por esos extremos corre a cargo de la entidad, como ella misma lo acepta.  Cuando se concesionan instalaciones se parte del supuesto de que las instalaciones son aptas para la finalidad propuesta.  En otro orden, es del todo razonable que las adaptaciones menores que haya que hacer a las instalaciones para conseguir de modo concreto el fin propuesto (dar el servicio de alimentación) corran por cuenta de quien desarrolle la actividad, siempre que con ello no se afecte ni altere la estructura o las instalaciones eléctricas o mecánicas del lugar.  Se trata de aspectos que de ordinario pueden ser removidos, de donde que no se ve cómo vaya a generarse un enriquecimiento a favor de la Administración.  En la actividad comercial normal quien arrienda un local adapta el local para el fin autorizado en el contrato.  En el caso de marras, se trata de una concesión de instalaciones públicas regida por el derecho administrativo y, en particular, por lo previsto en el artículo 72 y 73 de la Ley de Contratación Administrativa y 72 de su Reglamento, de manera que tampoco en este tipo de contratos es extraño que el concesionario realice adaptaciones debidamente autorizadas por el ente concedente.  Así las cosas, al haberse definido el área de concesión y al estimarse que no lleva razón el objetante en cuanto a lo solicitado, procede declarar sin lugar el recurso en cuanto a este extremo.  2) Cláusula 6:  El objetante estima que esa cláusula establece un principio de desigualdad entre la Administración y el contratista, por cuanto en los meses no lectivos, la población estudiantil disfruta vacaciones, por lo que se deja de recibir ingresos.  Aduce que los administrativos no son clientes habituales y los visitantes no frecuentan ese tipo de servicio.  Sin embargo, deben pagar el 50% del valor mensual, sin percibir ingresos debiendo mantener las instalaciones abiertas y cubriendo salarios, pólizas del INS, CCSS, entre otros.  La Universidad contesta que el punto toma en consideración que la demanda por servicios de alimentación disminuye en los meses de julio, diciembre, enero y febrero. De ahí que el canon a pagar por el contratista se reduce al 50% en aras de mantener el equilibrio económico del contrato y no se vean perjudicados ni el concesionario ni los usuarios de los servicios.  Además, señala que es interés de la Universidad que los servicios se mantengan abiertos pues los estudiantes no son los únicos usuarios.  Agrega que en esos meses, los concesionarios aprovechan para realizar limpieza profunda, tanto de equipos como de las instalaciones físicas, fumigaciones, arreglos de todo tipo, capacitaciones para su personal, entre otros, debido a que en los otros meses por la gran afluencia de usuarios y por normas de salubridad no pueden realizarlo.  Por ende, en esos meses, los concesionarios solicitan reducción de horario, a lo cual accede esa oficina.  Criterio para resolver:  La rebaja del canon en un 50% se justifica, conforme al dicho de la entidad licitante, en la baja de la demanda producida por encontrarse los estudiantes en vacaciones.  Agrega la entidad que durante esos meses (julio, diciembre, enero y febrero) el concesionario se dedica a actividades extraordinarias de limpieza de instalaciones y equipo.  Sobre el punto particular, estima este Despacho que toda cláusula cartelaria debe tener un sustento razonable.  Es lógico que si la soda se concesiona para prestar servicios de alimentación, mayoritariamente a estudiantes, la demanda de servicios decrezca en los períodos de vacaciones.  Pero, en el tanto se mantenga la actividad económica debido a que la Universidad tenga abiertas sus puertas para otra serie de actividades, tales como cursos, exámenes, etc, en los meses que indica el objetante, se justifica mantener abierto el servicio.  Esa es la voluntad administrativa, de que se mantenga abierto el servicio todo el año, en atención a demandas de otro tipo de usuarios distintos de los estudiantes ordinarios.  En consecuencia, si hay demanda de servicios podría generarse utilidad y, en el caso particular, el objetante, quien afirma ser concesionario actual, no ha demostrado, mediante estudios efectuados por profesionales competentes, que en esos meses se registren pérdidas por el pago del canon rebajado a un 50%.  Además, si decrece la actividad, él como contratista privado puede adoptar medidas en cuanto al número de personal contratado.  Asimismo, hay que tomar nota que en la misma situación quedarían todos los comerciantes que funcionan en los alrededores de ese centro de educación superior, visto que la mayoría de actividad económica se desarrolla durante el curso lectivo.  No obstante, dejamos planteada la interrogante a la Universidad con el objeto de que si dispone de estudios serios que le motiven a establecer ese canon, los incorpore al expediente de la contratación.  Del mismo modo, si el programa universitario comprende otras actividades en esos períodos de vacaciones, tales como cursos libres, exámenes extraordinarios, etc., así lo haga ver a los potenciales oferentes, para que conozcan la demanda probable de sus servicios en esos meses.  En razón de la ausencia de prueba idónea que nos lleve a concluir que la fijación del porcentaje genera una desigualdad e inequidad de trato para el futuro contratista se declara sin lugar la objeción de este punto.   3) Cláusula 11.4.:  Señala que la disposición incumple con el anexo 1 al Reglamento de Servicio Alimentación al Público, además de las especificaciones técnicas, ítem 3 relativo a horarios de alimentación.  La Universidad contestó que como lo indica la cláusula 11.4. de especificaciones técnicas, cuando la soda no esté destinada a prestar servicios de alimentación debe estar a disposición de la comunidad universitaria.  Agrega que se sobreentiende que todo usuario tiene derecho a leer, hablar y socializar, escuchar música, etc, en el área de consumo, como en cualquier otra soda, a lo que añade que la Universidad es una institución de cultura superior donde es necesario efectuar actividades en esa línea.  Aclara que cuando se establece que el concesionario no cumple el horario lo que quiere decir es que a las horas establecidas en el cartel no se brinde la alimentación correspondiente, que el local se encuentre cerrado sin permiso previo, o que abra más tarde o cierre más temprano sin previo permiso.  Señala que el oferente no se refirió a lo dispuesto en la cláusula 11.1.  Criterio para resolver:  Estima este Despacho que en el punto objetado no existe una restricción ilegítima a participar, que es lo que se tutela en esta sede por vía del recurso de objeción al cartel, de modo que vistas las aclaraciones hechas por la Universidad, se rechaza el recurso en cuanto a este extremo.  Estese a la aclaración dada por la Universidad.  5)  Cláusula 13: El objetante aduce que la cláusula incumple con las disposiciones sanitarias y de buenas prácticas de manufactura de los alimentos, debido a que como concesionarios se les prohíbe la permanencia de personas no autorizadas en las instalaciones operativas.  Además, en caso de percance laboral de algún estudiante practicante, la póliza del INS no cubre a los trabajadores del local.  La Universidad contestó que como institución educativa tiene la ventaja de que sus estudiantes, de diferentes áreas (nutrición, administración de empresas, comunicación colectiva, tecnología de alimentos, ingeniería industrial, etc) puedan enriquecer la labor del concesionario siempre en busca del mejoramiento de la calidad, en una forma gratuita.  Aclara que la póliza del INS debe cubrir a los empleados de la soda, pues los estudiantes poseen una póliza colectiva de accidentes Nº46021.  Criterio para resolver:  En relación con la realización de estudios por parte de estudiantes que pudieran coadyuvar en la prestación del servicio, estima este Despacho que ello es ajeno a la prestación del servicio que se está contratando en tanto involucre al concesionario y a su personal, salvo que esas actividades se vinculen y venga a coadyuvar con las labores de fiscalización que lleve a cabo la Universidad.  En ese sentido, la oficina encargada de fiscalizar al contratista podría dar pie a que participen estudiantes en las labores a cargo de esa oficina, teniendo claro que la responsabilidad última de la fiscalización es de la oficina de Servicios Contratados.  Si algún estudio de mejora requiere la participación del concesionario o de su personal y, además es gratuito para el concesionario, bien puede coordinarse con él su realización, pero estimamos que el concesionario no puede ser compelido a que se lleven a cabo a todos los estudios que las distintas escuelas tengan interés en realizar, si con ello se pudiera afectar su esfera de intereses.  Como en otros supuestos, los estudios deben practicarse con la anuencia de los empresarios y, en este caso, del contratista concesionario.  En consecuencia, se declara con lugar el punto, para que se tenga como un aspecto facultativo cuando involucre al concesionario o a su personal.  6) Cláusula 20: El objetante aduce que existe un perjuicio real para el adjudicatario por cuanto deberá invertir inicialmente en mejoras de instalaciones físicas, eléctricas y obras grises con el propósito de cumplir con la norma de salud.  Estima que la Administración debe gestionar y entregar las instalaciones con condiciones mínimas de operación y los permisos sanitarios otorgados por el Ministerio de Salud.  Aclara que en la mayoría de los casos, el concesionario debe realizar las mejoras en las instalaciones físicas, eléctricas y obras grises solicitadas por el Ministerio de Salud, las cuales corren por su cuenta, todo con el fin de obtener el permiso respectivo de funcionamiento.  Si no se cumple con lo recomendado, la Universidad procede a finiquitar el contrato y adjudicar la concesión a la segunda mejor oferta, con lo cual se desfavorece al concesionario por cuanto el local no se entrega con las condiciones mínimas requeridas por el Ministerio de Salud.  La Universidad contestó que según el reglamento en mención , se entenderá como permiso sanitario de funcionamiento “el permiso que se otorga a los servicios de alimentación al público cuando hayan cumplido las disposiciones generales y específicas, legales y otras disposiciones dictadas por la Autoridad de Salud.”  Aduce que en el caso de la Universidad de Costa Rica y su autonomía, la autoridad en salud es la Oficina de Bienestar y Salud, la cual tiene un inspector de Salubridad y es el que emite dichos permisos de funcionamiento.  Para tal fin, señala, el permiso sanitario se establece por medio de una evaluación en materia de Buenas Prácticas de Manufactura y funcionalidad del servicio dentro del espacio físico asignado.  Recalcan que las mejoras no constituyen construcciones adicionales sino remodelaciones o adecuaciones que desee (sic) efectuar el concesionario.  Criterio para resolver  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2) de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, son atribuciones del Ministerio:  “...b) Dictar las normas técnicas en materia de salud de carácter particular o general; y ordenar las medidas y disposiciones ordinarias y extraordinarias que técnicamente procedan en resguardo de la salud de la población; c) Ejercer el control y fiscalización de las actividades de las personas físicas y jurídicas, en materia de salud, velando por el cumplimiento de las leyes, reglamentos y normas pertinentes, ch)  Ejercer la jurisdicción y el control técnicos sobre todas las instituciones públicas y privadas que realicen acciones de salud en todas sus formas, así como coordinar sus acciones con las del Ministerio.” Por su parte, el Reglamento Orgánico del Ministerio de Salud,  emitido mediante Decreto Ejecutivo 30921-S de 6 de diciembre de 2002, publicado en La Gaceta 3 del 6 de enero de 2003, se dispone en el artículo 15, en lo que interesa:  “De la Dirección de Protección al Ambiente Humano:  ...La Dirección de Protección al Ambiente Humano tiene su ámbito de acción definido por la dirección y conducción que realizará mediante los procesos de vigilancia, planificación, coordinación, integración, promoción y desarrollo de la investigación y tecnología y la regulación de los establecimientos y actividades de interés sanitario, relacionados con el impacto del ambiente sobre la salud de las personas, abarcando al menos, las siguientes áreas:...-aspectos sanitarios en edificaciones...Funciones generales:...-Elaborar, revisar y actualizar instructivos, manuales, formularios y demás instrumentos, así como preparar proyectos de reglamentos necesarios para otorgar los permisos sanitarios a los establecimientos de interés sanitario y para realizar la regulación sobre las actividades humanas que generan factores ambientales que se relacionan con la salud de las personas...”. Por su parte, la Ley General de Salud, Nº5395, de 30 de octubre de 1973 y sus reformas, dispone, en lo que interesa:  “Artículo 196.- La nutrición adecuada y la ingestión de alimentos de buena calidad y en condiciones sanitarias, son esenciales para la salud y por lo tanto, las personas naturales y jurídicas que se ocupen en actividades relacionadas con alimentos, destinados al consumo de la población, deberán poner el máximo de su diligencia y evitar omisiones en el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes y de las ordenes especiales que la autoridad de salud pueda dictar, dentro de sus facultades, en resguardo de la salud.”   Además, el artículo 220, dispone:  “Toda persona física o jurídica que importe, elabore, empaque, manipule o envase alimentos deberá contar con una persona idónea a juicio de la autoridad de salud, que será corresponsable solidariamente con aquella, de la identidad, pureza, buena preparación, dosificación y conservación de los alimentos.”  Finalmente, el artículo 222 regula que: “el permiso para operar un establecimiento de alimentos será válido por un año, salvo que las condiciones de éste, o de su funcionamiento, o las infracciones que se cometan, ameriten la cancelación anticipada del permiso o la clausura del establecimiento para resguardar la salud del público o de los empleados.”  En consonancia y como desarrolla de la Ley de Salud, el “Reglamento de Servicio de Alimentación al Público” emitido mediante Decreto Ejecutivo 19479 de 29 de enero de 1990, publicado en La Gaceta 52 de 14 de marzo del mismo año, señala, en lo que interesa:  “Artículo 2:  Las disposiciones contenidas en el presente Reglamento serán de aplicación para:  Todo servicio de alimentación que opere en todo el territorio en el cual se elabore, manipule, comercie y suministre alimentos para consumo de la población.” ...”Artículo 4:  Todo establecimiento de alimentos, incluyendo los servicios de alimentación al público, deben obtener, previo al inicio de sus actividades, el correspondiente permiso sanitario de funcionamiento, para lo cual tienen que acreditar que cuentan con condiciones de ubicación, instalaciones y operación sanitariamente adecuadas.”  De acuerdo con la normativa anterior, es claro para este Despacho que corresponde al Ministerio de Salud el otorgamiento de permisos de funcionamiento cuando se expidan alimentos preparados.  De ese modo, la oficina de Bienestar y Salud de la Universidad únicamente podría coadyuvar con la autoridad de salud (Ministerio de Salud), pero no puede sustituirla ni suplantarla pues esa es una competencia específica y prevalente de esa entidad.  No tiene cabida un razonamiento de autonomía universitaria, pues el ejercicio de competencias del Ministerio se da en todo el territorio, sin reserva alguna, incluido el campus universitario.  En relación con el punto objetado, se declara con lugar, para que el permiso sanitario de funcionamiento debe ser concedido por el Ministerio de Salud.  En cuanto a las mejoras que aduce el objetante debe realizar para obtener el permiso de salud, estése a lo resuelto en el punto 1) anterior.  7) Cláusula 33:  El objetante estima que no existe equidad entre la Administración y el concesionario, por cuanto existiría un perjuicio real para el concesionario cuando por situaciones imprevisibles, deba incumplir el ciclo del menú o deba modificar su composición por escasez de algún producto, problemas con proveedores o situaciones especiales, como huelgas, bloqueos de vías públicas, entre otros.  La Universidad contesta en lo que interesa que, la calidad de un servicio de alimentación es muy amplia, ya que implica calidad nutricional, microbiológica y gastronómica y, todo ello, se enmarca dentro de una adecuada gestión administrativa.  Aduce que el cartel permite realizar una planificación de los menús al solicitarle en el punto 27.2. un ciclo de cinco semanas.  Señala que esa oficina comprende casos de emergencia que no están al alcance del concesionario, pero que esa situación se contempla en el punto 6 de las especificaciones técnicas que indica:  “durante la ejecución del contrato el concesionario deberá coordinar con la Sección Gestión de Servicios Contratados...cualquier aspecto relacionado con dicho servicio.” Reconocen que hubo un error material pues debe leerse correctamente “hasta un 5%.”  En ese sentido para aplicar el capítulo de multas y sanciones existe todo un procedimiento objetivo que detallan en la contestación.  Destacan que la oficina de Gestión de Servicios Contratados realiza un informe de inspección y un informe de evaluación que se hace llegar al concesionario.  El proceso de evaluación se realiza a lo largo del año y cita el fundamento legal.  Criterio para resolver:  Existe una máxima jurídica que establece que nadie está obligado a lo imposible.  Las situaciones que expone el objetante quedan debidamente resueltas con la cláusula que cita la entidad y además, en los principios generales de derecho, que obligan a un trato justo y de buena fe entre las partes (ver Voto 998-98 de la Sala Constitucional).  El cartel da distintas opciones y una emergencia debidamente justificada debe ser atendida por los mecanismos que todo instrumento contractual prevé para ese tipo de situaciones.  Estése el objetante a la corrección admitida por la entidad.    8) Cláusula 7, condiciones especiales:  Estima que el pliego no define con claridad los parámetros en que sustenta dicho incremento y lo deja a criterio de la Universidad cuando indica que podrá incrementar el canon hasta un 15%.  Aduce que por experiencia en ocho años de ser concesionario en la Universidad, siempre le han aplicado el 15% anual.  Sin embargo, la inflación no supera ni el 7% anual.  Por lo anterior, solicita se definan los parámetros de dicho incremento.  La Universidad  contestó lo siguiente:  Aclarar que dentro del canon mensual se establece:  agua= ¢8.969,00 de tarifa básica y ¢569,00 el adicional; alcantarillado= ¢2.084,00 la tarifa básica y ¢134,00 el adicional, electricidad ¢87.000,00 la tarifa básica y ¢29,00 el adicional (según CNFL), seguridad= un guarda privado de 8:00 a.m. a 8:00 p.m. cuesta aproximadamente ¢250.000,00, recolección de basura.  Destacan que el consumo de agua y electricidad es uno de los más altos para este tipo de servicios.  Agrega que  realizaron entrevistas; una a la señora Marta Barrios, administradora de la soda “Pepitos”, ubicada al final de la calle de la amargura, contiguo a Policromía, quien paga ¢350.000,00 colones por mes de alquiler, ¢50.000,00 de agua y ¢100.000,00 de electricidad, otra, al señor Jimmy López, administrador de la soda Bambú, ubicada frente a Radio U, quien paga ¢180.000,00 por agua y ¢250.000,00 por electricidad.  Aducen que si se toma en cuenta que el actual concesionario de la Soda de la Facultad de Derecho paga por canon mensual ¢144.483,125 (sic) se puede vislumbrar que el precio es muy barato, sobre todo si lo comparan con la cantidad de usuarios que llegan a la soda.  Agregan que la Universidad tiene un mercado cautivo que aumenta año con año y que es muy atractivo para los empresarios.  La Universidad asume además de los costos por inflación, los otros servicios conexos como los antes mencionados.  Sin embargo, previniendo cualquier circunstancia, la Universidad estableció la palabra “hasta”, pues en caso de que después de un análisis detallado y objetivo se establezca un perjuicio para el adjudicatario aplicarían la cláusula 6 de las condiciones especiales y destacan en lo que interesa, cuando dice:  “...concertado que fuere el monto del pago mensual para ese nuevo período”.  Criterio para resolver:  Las cláusulas de todo cartel deben resistir un examen de razonabilidad.  El recurso alude a que el incremento es mayor que el índice de inflación, pero no aborda la situación contraria, en caso de que el índice de inflación exceda el 15%.  La entidad en su defensa trae a colación una entrevista con dos arrendatarios de sodas aledañas a la Universidad, pero esa información estaría sesgada, por cuanto no puede compararse con las sodas que lo interno de la Universidad funcionan, para justificar el incremento cobrado.  En tal caso, corresponde a esa entidad justificar que el 15% es un porcentaje que mantiene el equilibrio económico del contrato, a lo cual no resulta válida la información traída en la contestación de la audiencia especial.  Para ello, el porcentaje fijado debe ser justo para ambas partes, tanto para la Universidad como para el concesionario y, en tal caso, debe justificarse un mecanismo distinto, técnicamente definido, motivo por el cual se declara con lugar la objeción en este punto.  9) Evaluación de ofertas, item D), apartado de “Antecedentes e historial en la Universidad de Costa Rica u otra dependencia”:  Alega que no se presenta un principio de equidad en la evaluación de los oferentes en aquellos casos donde el oferente cuente con experiencia con la universidad y aquellos oferentes con experiencia similares en otras instituciones, debido a que el cartel deja a criterio de la Universidad analizar las ejecuciones de los contratos únicamente de los oferentes que hayan brindado servicios similares en la Universidad y a los oferentes externos únicamente se les calificará con la presentación de listas de lugares donde ha prestado tales servicios.  La Universidad contestó que las quejas serán analizadas según con el cumplimiento del contrato, si lo hubiere con respecto a aspectos de higiene, inocuidad alimentaria, cumplimiento de horarios.  Aclaran que las quejas serán analizadas y tomadas en cuenta después de un debido proceso, como lo indica la Ley de Contratación Administrativa y la Ley General de la Administración Pública.  Para realizar la evaluación de antecedentes, señalan que existe un procedimiento establecido que consiste en contactar a las personas que suscriben las cartas de recomendación y corroborar la información registrada en ellas.  Anotan que en el caso de instituciones públicas y entidades autónomas se contacta con los funcionarios encargados de fiscalizar el contrato.  Criterio para resolver:  No existe razón lógica para efectuar una evaluación de antecedentes de los contratos ejecutados con la Universidad y aplicar otros criterios de evaluación a los antecedentes de ejecución de contratos ejecutados o en curso de ejecución con otras instituciones, razón por la cual lleva razón el recurrente y en tal caso, la entidad deberá uniformizar el sistema de evaluación en el punto D), para que se evalúe en igualdad de condiciones los antecedentes aportados, ya sea de servicios prestados con la Universidad o con otras entidades, pues ciertamente de lo que se trata es de evaluar experiencia positiva, ya sea ejecutada con la entidad licitante o con otras instituciones o empresas, como lo admite el propio cartel.  La inconsistencia se da en que el pliego prevé un tipo de evaluación para servicios prestados con la Universidad y otro tipo de evaluación para los servicios dados a otras entidades, razón por la cual, reiteramos deberá corregirse el sistema de evaluación, a fin de que se adopte un sistema único para evaluar experiencia positiva.  En consecuencia, se declara con lugar el recurso en este extremo.  B) Sobre el recurso de objeción de la Licitación Pública 16-2004 –Facultad de Ciencias Sociales:  En razón de tratarse en lo sustancial de los mismos alegatos, estése el objetante y la Universidad a lo resuelto en cuanto al recurso de objeción de la Licitación Pública 17-2004, cambiando lo relativo al área de la soda, que fuera admitido por la Universidad, que en todo caso no es un argumento de objeción, al no restringir la participación, sino tratarse de un dato aclaratorio que indica la Universidad, visto que el área de esa soda es de 104.4 m2 y no como se indicó de 133 m2.   En consecuencia se declara parcialmente con lugar el recurso, basados en los mismos razonamientos y consideraciones anteriores, de modo que a dicho cartel deberán hacerse los mismos ajustes ordenados para la licitación pública 17-2004, de la Facultad de Derecho.--------------

POR TANTO:   De conformidad con lo expuesto y con fundamento en lo que disponen los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 4, 10, 17, 28, 34 y 37.3. de la Ley Orgánica de la Contraloría  General de la República, 7428 del 7 de setiembre de 1994; 1, 4, 5, 6, 7 8, 81, 82 y 83 de la Ley de Contratación Administrativa y 9.2., 87 y 88 del Reglamento General de la Contratación Administrativa. SE RESUELVE:  1) DECLARAR PARCIALMENTE CON LUGAR los recursos de objeción al cartel de la Licitaciones Públicas 16-2004 y 17-2004, promovidas por la Universidad de Costa Rica para la concesión del servicio de alimentación en las Facultades de Ciencias Sociales y Derecho respectivamente interpuestos por Minor Murillo Masís.-------------------

NOTIFIQUESE.---------------------------------------------------------------------------------------------------

Lic. Jesús Mora Calderón 




Lic. German Brenes Roselló

      Gerente Asociado
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(   Resolución de recursos de objeción al cartel.

